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Bogotá D.C. 

 

 

Señor 

JUEZ VEINTIUNO (21) ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ D.C.  

E.  S.  D. 

 

REFERENCIA:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO-LABORAL 

DEMANDANTE:  DORIS ROCHA AMEZQUITA 

DEMANDADA:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FNPSM, 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ  

EXPEDIENTE:   2020-00290-00 

 
CONTESTACIÓN DEMANDA 

 

CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA, identificado con la C.C. No. 79.954.623 

de Bogotá y T.P. No. 141.955 del C.S.J., obrando en calidad de apoderado 

de la parte demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ conforme 

al poder que me fue conferido, por medio del presente escrito y estando 

dentro del término legal, procedo a contestar la demanda promovida en 

los siguientes términos: 

 

I 

A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones y condenas de la 

demandante por carecer de fundamentos de hecho y de derecho en los 

siguientes términos: 

 

DECLARATIVAS 

 

1. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, toda vez que los 

fundamentos presentados en la demanda no permiten soportar las 

condenas solicitadas por la parte actora y en todo caso el acto acusado 

está revestido de presunción de legalidad que deberá desvirtuar la parte 

actora. Además, en gracia de discusión que tengan vocación de 

prosperidad téngase en cuenta que si bien el acto administrativo fue 

suscrito por un funcionario de la entidad que represento, ello ocurre en 

virtud de una delegación legal que no implica que le haya transferido la 

administración del Fondo de prestaciones Sociales del Magisterio, y en esa 

medida no puede entrar  a variar  los factores  y mucho  menos  conciliar  

los efectos  patrimoniales  de los actos administrativos, ya que los dineros  

no le pertenecen. Aclarase que la única obligación que tiene la Secretaria 

de Educación es la elaboración del acto administrativo que en ultimas es 

aprobado por el Fondo de Prestaciones del Magisterio, entidad que fue 

quien reconoció la prestación pensional de la demandante. 

2. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que se restablezca el 

derecho por la nulidad de un acto proferido por el MINISTERIO DE 

EDUCACION - FONPREMAG respecto de una reliquidación pensional, entes 

autónomos e independientes de la entidad que represento. 

3. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, toda vez que los 

fundamentos presentados en la demanda no permiten soportar las 

condenas solicitadas por la parte actora y en todo caso el acto acusado 
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está revestido de presunción de legalidad que deberá desvirtuar la parte 

actora. Además, en la medida que va dirigida a otra entidad que esta 

llamada en juicio y en todo caso la entidad que represento no se 

encuentra legitimada materialmente por pasiva conforme a los 

argumentos que se expondrán en otro aparte de este escrito 

4. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, habida consideración 

a que, al no ser procedente la nulidad reclamada no puedes 

desprenderse los efectos solicitados. 

5. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, habida consideración 

a que, al no ser procedente la nulidad reclamada no puedes 

desprenderse los efectos solicitados. 

 

II 

A LOS HECHOS 

 

Doy respuesta a cada uno de los hechos de demanda en el mismo orden 

de su formulación así: 

 

AL PRIMERO.- Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

AL SEGUNDO.- Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

AL TERCERO.- No le consta la entidad que represento tal y como se 

propone. Y teniendo en cuenta que se hace referencia a que se 

reconoció la prestación pensional la entidad que esta llamada en juicio 

deberá ser quien acredite o desvirtúe el dicho de la demandante en este 

hecho. 

AL CUARTO.- No le consta la entidad que represento tal y como se 

propone. Además se refiere a una prestación que no se reconoce a los 

docentes por el hecho de pertenecer a un régimen de excepción. 

AL QUINTO.- Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

AL SEXTO.- Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 

AL OCTAVO.- No es un hecho, se refiere al trámite de agotamiento de vía 

administrativa. 

 

III 

RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 
RÉGIMEN LEGAL DE LAS PRESTACIONES DE LOS DOCENTES. 

 

Desde la expedición de la Ley 812 de 2003 por la cual se aprueba el Plan 

Nacional de Desarrollo 2003, se consagró en su artículo 81 lo siguiente: 

 
 "El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que 

se encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el 

Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de 

la presente ley. 

 

El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar las recursos 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para lo cual contratará 

estos servicios con aplicación de los principios de celeridad, transparencia, economía 

e igualdad, que permita seleccionar la entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las 

mejores condiciones de servicio, mercado, solidez y seguridad financiera de 

conformidad con lo establecido en el artículo 3o de la Ley  91 de 1989. En todo caso el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se administrará en subcuentas 

independientes, correspondiente a los recursos de pensiones, cesantías y salud.” 

 

Por su parte el artículo Art 2° y 3° de la Ley 91 de 1989 a través de la cual se 
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crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, refiere a la 

forma como se asumirán las obligaciones prestacionales de los docentes, 

entre la nación y los entes territoriales, de la siguiente manera: 

 
Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y las 

entidades territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales con el 

personal docente, de la siguiente manera: 

 

(…) 

 

5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen a 

partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación 

y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; pero 

las entidades territoriales, la Caja Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de 

Ahorro o las entidades que hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que 

resulten adeudar hasta la fecha de promulgación de la presente Ley a dicho personal, 

por concepto de las prestaciones sociales no causadas o no exigibles.  

 
Artículo 3°.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como 

una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 

estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 

fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 

capital.  

 

Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia 

mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento 

de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse 

a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con base 

en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional. 

 

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación 

descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de 

unidad." (Subrayado fuera de texto). 

 

RELIQUIDACIÓN DE LA PRESTACIÓN PENSIONAL SOLICITADA 

 

Se debe señalar que las peticiones de la presente demanda no deben 

prosperar, ya que al expedirse los actos administrativos demandados, mi 

representada no incurrió en ninguna violación de orden jurídico que 

implique acceder a la nulidad de los mencionados actos, ni mucho menos 

a un restablecimiento del derecho, como equivocadamente lo pretende 

la parte demandante, advirtiendo al Despacho que mediante la 

Resolución por medio de la cual la entidad  resolvió el reconocimiento de 

la prestación pensional lo hizo aplicando la norma vigente para el caso en 

concreto estando ajustada a derecho.  

 

Téngase en cuenta que la Ley 812 de 2003 fue reglamentada por los 

Decreto 2341 de 2003 y 3752 de 2003, normas que establecen claramente 

la base de cotización de las prestaciones sociales de los docentes afiliados 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y que plasman 

que no podrá ser diferente a la base de cotización sobre la cual realiza 

aportes el docente 

 

El Art 15 de la Ley 91 de 1989, prevé las reglas para proceder al 

reconocimiento de las pensiones en este caso de los docentes y la 

normatividad aplicable, de la siguiente manera: 
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Artículo  15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 

nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido 

por las siguientes disposiciones:  
 
 1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 

1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen 

prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con 

las normas vigentes.  
 

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para 

efectos de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes 

aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 

de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones 

consagradas en esta Ley. 

 

2.- Pensiones: 

 

(…) 

 

A. Para  los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y 

nacionalizados, y para aquellos que se nombren a partir del 1 de enero de 1990, 

cuando se cumplan los requisitos de Ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación 

equivalente al 75% del salario mensual promedio del último año. Estos pensionados 

gozarán del régimen vigente para los pensionados del sector público nacional y 

adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada pensional. 

 

Téngase en cuenta, que el Parágrafo 1° del Acto Legislativo 01 de 2005, 

previo lo siguiente respecto a las prestaciones pensional es de los 

docentes: 

 
Parágrafo transitorio  1º. El régimen pensional de los docentes nacionales, 

nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el 

establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a 

la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de 

esta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la 

citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del Sistema 

General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003".  

 

El Art 81 de la Ley 812 de 2003 fue reglamentada por los Decreto 2341 de 

2003 y 3752 de 2003, plasma lo siguiente respecto a estas prestaciones 

pensionales: 

 

Artículo  81.   Régimen prestacional de los docentes oficiales. El régimen prestacional 

de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren 

vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en 

las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 

serán afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los 

derechos pensionales del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 

100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos en él, con excepción de la edad 

de pensión de vejez que será de 57 años para hombres y mujeres. 

 

Al respecto también vale la pena traer a colación la sentencia del 

CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCION SEGUNDA Consejero ponente: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO 

Radicación 2004-00220-01(4582-04) y 2005-00234-00(9906-05) 

ACUMULADOS, se concluyó lo siguiente: 

 
REGIMEN PENSIONAL DE DOCENTES AFILIADOS AL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO – Lo determina la fecha de vinculación La normativa hasta 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=8795#81
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ahora reseñada permite concluir que el régimen pensional de los docentes afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se establece tomando como 

referencia la fecha de vinculación del docente al servicio educativo estatal, así: i) Si la 

vinculación es anterior al 27 de junio de 2003, fecha de entrada en vigencia de la ley 

812 de 2003, su régimen pensional corresponde al establecido en la ley 91 de 1989 y 

demás normas aplicables hasta ese momento, sin olvidar las diferencias provenientes 

de la condición de nacional, nacionalizado o territorial, predicables del docente en 

particular; Este régimen está llamado necesariamente a extinguirse en el tiempo a 

medida que decrece el número de sus destinatarios (régimen de transición). ii) Si el 

ingreso al servicio ocurrió a partir del 27 de junio de 2003, el régimen pensional es el de 

prima media con prestación definida, regulado por la ley 100 de 1993 con las 

modificaciones introducidas por la ley 797 de 2003, pero teniendo en cuenta que la 

edad se unifica para hombres y mujeres, en 57 años. En ambas situaciones se trata de 

un régimen exceptuado por el legislador, pues mantienen e introducen 

modificaciones al régimen pensional general. 
 

De los hechos de la demanda, se establece que los factores dentro del 

periodo que pretende la demandante se reconozcan como parte de la 

base para reliquidar la pensión otorgada con la inclusión de todos los 

factores salariales devengados durante el último año de servicios no es 

procedente y carece de fundamentos facticos y legales.  

 

Adicional a lo anterior, se debe traer a colación el reciente 

pronunciamiento de la Corte Constitucional, sentencia SU-230 de 2015, por 

medio de la cual, se establecieron los lineamientos de interpretación del 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993. Se expresa en esta providencia que el 

régimen de transición cobijó los elementos de edad, monto pensional o 

tasa de reemplazo y tiempo o semanas de cotización, sin embargo, en 

cuanto al Ingreso Base de Cotización, expresamente dispuso que debe ser 

aplicado el contemplado en la Ley 100 de 1993 artículo 21. 
 

FALTA DE LEGITIMACIÓN MATERIAL EN LA CAUSA POR PASIVA EN RELACIÓN 

CON LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

 

Al respecto es necesario señalar que con ocasión de la expedición de la 

Ley 91 del 29 de diciembre de 1989, por la cual se creó el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, se indicó en su artículo 15, lo 

siguiente:  

 
“Artículo 15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 

nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido 

por las siguientes disposiciones:  

1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 

1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen 

prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con 

las normas vigentes. 

 […] 

3.- Cesantías: 

Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente 

a un mes de salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de 

año laborado, sobre el último salario devengado, si no ha sido modificado en los 

últimos tres meses, o en caso contrario sobre el salario promedio del último año. 

 

A su vez, el Decreto 2563 de 1990, por el cual se determinan las responsabilidades de 

pago de las prestaciones sociales del personal docente nacional y nacionalizado y se 

dictan otras disposiciones, estableció en sus artículos 10 y 26:  

 
“Artículo 10º.- La deuda con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

por concepto de las cesantías del personal docente nacionalizado, no causadas a 29 
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de diciembre de 1989, se liquidará teniendo en cuenta el régimen prestacional vigente 

en cada entidad territorial. En cada caso deberán deducirse los valores pagados por 

liquidaciones parciales de cesantías y realizarse los ajustes que resulten del estimativo 

actuarial sobre los efectos de su futura valorización por la retroactividad aplicable al 

tiempo servido hasta esa fecha. 

Las responsabilidades de pago al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio por este concepto serán, a prorrata del tiempo servido por el docente, las 

mismas señaladas en el Capítulo II para las prestaciones causadas, teniendo en 

cuenta que la valorización futura por efecto de la retroactividad es de cargo de la 

entidad responsable del período valorizado.”. 
“Artículo 26º.- Si una vez realizado el corte de cuentas con las entidades territoriales y 

sus cajas de previsión seccional o las entidades que hagan sus veces, el Fondo 

Nacional de Ahorro y la Caja Nacional de Previsión Social, se presentare déficit entre el 

monto estimado de las deudas a 29 de diciembre de 1989 y su costo efectivo de 

liquidación, este faltante será cubierto por la Nación.”. 

 

Además, téngase en cuenta lo previsto en el Art 53 de la Ley 962 de 2005 
“Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos 
administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen 

funciones públicas o prestan servicios públicos”, al respecto: 
 

ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 

citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien 

administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la 

Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 

docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que 

llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. 

 

Así las cosas, teniendo en citado Fondo (según el artículo 4º de la referida 

ley) la función de atender las prestaciones sociales de los docentes 

nacionales y nacionalizados ninguna obligación podrá recaer en cuanto a 

este tema en cabeza de la Secretaria de Educación del Distrito. 

 

DEL CASO EN CONCRETO 

 

Analizada en conjunto la normatividad referida anteriormente, es claro 

para esta parte que la entidad que represento carece de legitimación en 

la causa por pasiva en el caso que nos ocupa, no sólo porque la que está 

llamada a responder respecto al eventual reconocimiento de la prestación 

pensional de la demandante seria el Fondo de Prestación Sociales del 

Magisterio y la Fiduprevisora como administradora de esa cuenta especial 

y la entidad territorial solo estaría obligada de acuerdo con la Ley anti 

tramites a la elaboración y remisión del acto administrativo que en conto 

caso debe aprobarse por el Fonpremag quien es en ultimas que hace el 

análisis de la norma para conceder la prestación pensional. 

 

Además, como se dejó plasmado en líneas anteriores, la actora no le asiste 

derecho a lo pretendido teniendo en cuenta que mediante la Resolución 

por medio de la cual la entidad resolvió el reconocimiento de la prestación 

pensional lo hizo aplicando la norma vigente para el caso en concreto 

estando ajustada a derecho.  

 

III 

EXCEPCIONES 

 

Como consecuencia de los presupuestos expuestos en el capítulo que 
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precede, me permito proponer las siguientes excepciones de fondo: 

 

1. EXCEPCIONES PREVIAS.- 

 

FALTADE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA.-  

 

Excepción que tiene como fundamento los siguientes argumentos: 

 

Si bien es cierto la excepción de la legitimación en la causa por pasiva, 

en este tipo de procesos no constituye excepción de fondo solicito se 

tenga en cuenta que  la Secretaria de Educación Distrital no es quien 

autoriza ni determina a quien ni cómo debe reconocerse la cesantías 

parciales o definitivas.  Es la Fiduciaria la Previsora S.A. 

 

Legitimación de hecho en la causa se entiende como la relación 

procesal. La cual establece que se entre el demandante y el 

demandado por intermedio de la pretensión procesal; es decir es una 

relación jurídica nacida de la atribución de una conducta, en la 

demanda, y de la notificación de está al demandado. Quien cita a 

otro y endilga a otro la conducta causante de la demanda, está 

legitimado de hecho por activa y aquél a quien se cita y se atribuya 

acción u omisión resulta legitimado de hecho y por  pasiva,   después   

de  la  notificación del  auto  admisorio  de  la demanda. 

 

La legitimación material en la causa alude, por regla general, a la 

participación real de las personas en el hecho origen de la demanda, 

independientemente de que dichas personas hayan demandado o 

hayan sido demandadas. 

 

La legitimación material en la causa  activa y pasiva, es una condición 

anterior y necesaria, entre otras,  para dictar sentencia de mérito 

favorable, al demandante o al demandado: 

 

La falta de legitimación material en la causa por activa o por pasiva, no 

enerva la  pretensión procesal en su contenido, como sí lo hace una 

excepción de fondo. Sin más, si la legitimación en la causa es un 

presupuesto de la sentencia de fondo, porque otorga a las partes el 

derecho a que el juez se pronuncie sobre el mérito  de  las pretensiones 

del actor las razones  de la oposición  por el demandado, mediante 

sentencia  favorable  o desfavorable, al ser una calidad subjetiva de las 

partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso, 

cuando una  de las partes carece de dicha calidad o atributo no 

puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces 

simplemente declararse inhibido para fallar el caso de fondo. 

 

La Secretaría de Educación Distrital  no se encuentra legitimada en la 

causa por pasiva, porque si la ley no le ha transferido la administración 

del Fondo de prestaciones Sociales del Magisterio, no puede entrar a 

variar los factores y mucho menos conciliar los efectos patrimoniales de los 

actos administrativos, y aquellos dineros no le pertenecen. 

 

A continuación se citan las normas pertinentes que refuerzan el 

planteamiento anterior: 
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- Ley 33 de 1985. Art.1. El empleado oficial que sirva o haya servido veinte años 

continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55 años, tendrá derecho a que 

por la respectiva caja de previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de  

jubilación equivalente al 75% del salario promedio que sirvió de base para los 

aportes durante el último año de servicios. 

 
- Ley 91 de 1989. Art.2 numeral 5. Las prestaciones sociales del personal nacional y 

nacionalizado que se causen a partir del momento de la promulgación de la 

presente ley, son  de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio... 

 

- Decreto 3135 de 1968 y Decreto 1848 de'1969. El valor de la pensión mensual 

vitalicia de jubilación será equivalente al'75% del promedio de los salarios y primas 

de toda especie en el último año de servicios por el empleado oficial que haya 

adquirido el status jurídico de jubilado, por reunir los requisitos señalados en la ley 

para tal fin.                                                                                              

 
- Decreto 2831 de 2005. La Secretaría de Educación de la entidad territorial 

certificada a la que se encuentre vinculado  el docente deberá: 

 

Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 

reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 

Prestaciones  Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte 

la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho fondo. 

 

Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 

recursos del Fondo y conforme con los formatos únicos por ésta adoptados, 

certificación de tiempo de servicios y régimen salarial y prestacional, del docente 

peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 
Elaborar  v  remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro 

de los 15 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 

fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 

certificación descrita en el numeral anterior. 

 

Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo, suscribir el acto administrativo de 

reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo, de acuerdo con 

las leyes 91 de 1989  y 962 de 2005, y las normas que las adiciones o modifiquen, y 

surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos v con las 

formalidades y efectos previstos en la ley. 
 

Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 

Nacional  de  Prestaciones   Sociales  del  Magisterio,  copia  de  los  actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto 

con la constancia de ejecutoria para efecto de pago y dentro de los 3 días 

siguientes a que se encuentre en firme.” 

 

EXCEPCIONES DE FONDO.- 

 

LEGALIDAD DE LOS ACTOS ACUSADOS: 

 

Conforme ha sido reiterado en numerosas oportunidades por las Altas 

Cortes se entiende que la presunción de legalidad del acto administrativo, 

hace referencia a “la presunción de validez del acto administrativo 
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mientras su posible nulidad no haya sido declarada por autoridad 

competente. La presunción de legitimidad importa, en sustancia, una 

presunción de regularidad del acto, también llamada presunción de 

“legalidad”, de “validez”, de “juridicidad” o pretensión de legitimidad.  

 

En el mismo sentido, se ha manifestado que la presunción de legalidad del 

acto administrativo es “la suposición de que el acto fue emitido conforme 

a derecho, dictado en armonía con el ordenamiento jurídico. Es una 

resultante de la juridicidad con que se mueve la actividad estatal.  La 

legalidad justifica y avala la validez de los actos administrativos; por eso 

crea la presunción de que son legales, es decir, se los presume válidos y 

que respetan las normas que regulan su producción” 

 

La presunción se desprende del hecho supuesto de que la administración 

ha cumplido íntegramente con la legalidad preestablecida en la 

expedición del acto, lo que hace desprender a nivel administrativo 

importantes consecuencias  entre ellas, la ejecutoriedad del mismo. 

 

Al respecto vale la pena finalizar reiterando lo expresado en el acápite de 

razones y fundamentos de derecho en el sentido de que las normas 

aplicables al caso concreto de la demandante son aquellas que en efecto 

ha contemplado la entidad demandada.  

 

PRESCRIPCION:  

 

La cual aplicaría conforme a las disposiciones legales y sobre aquellas 

solicitudes que han sobrepasado el término máximo legal para su 

reclamación. 

 

INDEBIDO AGOTAMIENTO DE LA VÍA ADMINISTRATIVA:  

 

Tal como lo señaló la parte actora, la vía administrativa no se agotó en 

debida forma porque el extremo activo no formuló el recurso de apelación 

en contra del acto acusado, sino el de reposición que es facultativo, así las 

cosas, al no haberse agotado en debida forma la vía administrativa, no es 

procedente el trámite de este medio de control. 

 

LA GENÉRICA O INNOMINADA.-  

 

Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier otra 

excepción que resulte demostrada en el curso del proceso. 

 

IV 

PRUEBAS 

 

Solicito se tengan como pruebas a favor de la parte que represento las 

aportadas con la demanda 

 

V 

NOTIFICACIONES. 

 

Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito 

suministro los siguientes datos:  
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A la entidad en la represento, SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, en 

la Av. El Dorado No. 66 -  63 de Bogotá. 

 

Al suscrito en la Carrera 18 No. 137-53 Tercer piso de la ciudad de Bogotá o 

al Correo electrónico del apoderado: chepelin@hotmail.fr 

 

Del Señor Juez,  

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA 

C.C. No. 79.954.623 de Bogotá  

T.P. No. 141.955 del C.S.J. 
 



Esperanza
Sello






















































